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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que prohíbe la propaganda destinada a difundir la imagen de las personas que indica.
BOLETÍN Nº 5.588-06
_________________________________________

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene el honor de presentaros su primer informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Navarro, respecto del cual, no se ha hecho presente urgencia para su despacho.


La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.

A la sesión en que vuestra Comisión trató este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, las siguientes personas: 

-Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: la Procuradora, señora Katherine Porras.


-La Asesora Legislativa del Senador Galilea, señora Camila Madariaga.


-El Periodista del Comité PPD, señor Gabriel Muñoz.


-El Asesor Legislativo del Comité PPD, señor Robert Angelbeck.


-El Asesor Legislativo de la Senadora Ebensperger, señor Hernán Valenzuela.


-El Asesor del Senador Quinteros, señor Jorge Frites.


-El Asesor del Senador Bianchi, señor Claudio Barrientos.


-La Asesora del Comité PS, señora Melissa Mallega.


-La Periodista del Senado, señora Carolina Quintanilla.


-La Periodista del Comité UDI, señora Karelyn Lüttecke.
- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

El proyecto de ley propone impedir que los servidores  públicos y las autoridades se atribuyan obras o acciones de carácter público como propias. 
- - - 

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

El número 1 tiene el carácter de norma de rango orgánico constitucional, en virtud de lo dispuesto en el artículo 38 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de la misma Carta Fundamental.

Por su parte, el número 2 debe ser aprobado con rango de ley orgánica constitucional, en conformidad a lo establecido en el artículo 18 en relación al inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - - 

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- Constitución Política de la República.

2.- Ley N° 18.700, orgánica constitucional Sobre Votaciones Populares y Escrutinios.

3.- Ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

4.- Ley N° 20.880, sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses.
II.- ANTECEDENTES DE HECHO

 
La Moción que da origen al presente proyecto de ley señala que si bien las autoridades y funcionarios de la administración estatal, de los gobiernos regionales y de las municipalidades, deben cumplir la Constitución Política y las leyes son responsables no sólo por infringirla sino que también por la omisión o extralimitación en el cumplimiento sus labores. 


Hace presente que a los servidores públicos les es exigible un comportamiento que salvaguarde la moralidad pública, que sean transparentes en el ejercicio de su actividad, que eviten afectar indebidamente la voluntad popular y que respeten los principios inspiradores del Estado Social de Derecho, como son la probidad, la igualdad, la imparcialidad, la eficacia y la honradez en el cumplimiento de sus funciones. 


Indica que, por las razones expuestas, las acciones y obras públicas que se desarrollen con presupuestos estatales deben estar destinadas al servicio de la comunidad sin atribuirse a la acción o utilizarse en interés de un sujeto en particular.  


Agrega que no obstante lo anterior, y pese a las actuales regulaciones contenidas en la ley de probidad administrativa y en la ley orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, algunas autoridades y funcionarios se han atribuido proyectos y obras públicas como propias, con el propósito de obtener respaldo ciudadano para una campaña política futura o actual. 

Enfatiza que este tipo de acciones no se condicen con los principios que inspiran la correcta actuación de la administración estatal, que según el artículo 3° de la ley N° 18.575 "está al servicio de la persona humana; su finalidad es promover el bien común atendiendo las necesidades públicas en forma continua y permanente", ni con la observancia de una conducta intachable y un desempeño honesto y leal en la función, con preeminencia del interés general sobre el particular que exige la mencionada ley N° 19.653.

Señala que la actual legislación sobre votaciones populares y escrutinios no considera una regulación  sobre el tema ni tampoco un sistema sancionatorio en el uso indebido como propaganda con fines electorales de los resultados de determinadas acciones, proyectos y obras públicas, estimando indispensable impedir que las obras financiadas con fondos públicos sean utilizadas con fines electorales para garantizar la transparencia del sistema.


Agrega que tal utilización constituye una extralimitación de funciones que afecta la igualdad y equilibrio en las campañas electorales y compromete el patrimonio fiscal, afectando bienes jurídicos tutelados por nuestro ordenamiento y pudiendo constituir infracciones de índole delictiva o disciplinaria.


Expresa que el servicio público se humaniza en el funcionario que asume las responsabilidades de la acción del servicio, y que el actuar ético del servicio obliga a sus responsables humanos, sus funcionarios, a actuar con una probidad especial, lo que resulta extensivo a los políticos cuando se les agrupa bajo el concepto de servidores públicos.



En sus fundamentos la moción hace presente que durante los años veinte y treinta apareció en la escena mundial un nuevo tipo de gobierno autoritario, en Italia, la Unión Soviética y Alemania, en los cuales los medios de comunicación estaban en manos del Estado, la policía se había convertido en instrumento del partido político en el gobierno dejando de estar al servicio del pueblo, donde la oposición era neutralizada mediante la propaganda, la censura, los reglamentos estrictos, la vigilancia policial secreta y hasta la fuerza.


Señala que un ejemplo que representó claramente este tipo de actividades fue el caudillismo, fenómeno social surgido durante el siglo XIX en Hispanoamérica consistente en la aparición, en cada país, de líderes carismáticos que acceden al poder y llegan al gobierno basados en el endiosamiento de su persona, haciendo que importantes de la población crean que el caudillo puede solucionar todos los problemas existentes, lo que desembocó en fuertes dictaduras, represiones a la oposición y estancamiento económico y político.


Por último, enfatiza que los regímenes señalados no pueden quedar como una herencia entre quienes buscan ejercer cargos de elección popular atribuyéndose obras y acciones públicas como propias, razón por la cual propone regular tales conductas, que son contrarias a la probidad en la función pública.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL 



Al iniciarse el estudio del proyecto de ley en informe el Honorable Senador señor Quinteros resaltó el hecho que la moción fue presentada e inició su tramitación en diciembre de 2007, siendo archivada en el año 2010 y desarchivada a solicitud de su autor en julio de 2016, antecedentes que deben ser ponderados tendiendo especialmente presente que las circunstancias actuales han cambiado  radicalmente respecto de las que era posible tener en vista en el año 2007. 


Agregó que respecto de la materia que se pretende regular por la moción existen un sinnúmero de resoluciones de la Contraloría General de la República que han modificado y regulado las situaciones que se exponen en los antecedentes del presente proyecto.

Indicó que en este escenario, y considerando las profundas modificaciones legales incorporadas los últimos años, estima que se debe rechazar la iniciativa.


La Honorable Senadora señora Ebensperger, por su parte, indicó no compartir la normativa contenida en este proyecto de ley, especialmente en lo que dice relación con la regulación de la propaganda pagada con recursos privados, pues en el caso de una autoridad también es parte de su trabajo el publicitar lo realizado sin que sea motivo de reproche el que con sus recursos propios dé a conocer sus logros, lo que además termina afectando la libertad de las personas sin que la propuesta proponga prohibir conductas distintas a las ya sancionadas.


En este último sentido, manifestó coincidir en que existe una gran regulación por parte de la Contraloría General de la República respecto de estas materias, y que en ese contexto el proyecto propuesto no tendría mayor incidencia.

Los demás miembros de la Comisión compartieron plenamente los argumentos expresados y manifestaron que, de acuerdo a ello, votarían por el rechazo de la iniciativa que previamente se había archivado.



- Sometido a votación, el proyecto de ley fue rechazado en general por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Ebensperger y señores Araya (Presidente), Bianchi, Galilea y Quinteros.

 - - - 

TEXTO DEL PROYECTO



En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, os propone rechazar, el siguiente proyecto de ley:
PROYECTO DE LEY



“Artículo único:

1. Agréguese el N° 9 del artículo 64 de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, en la forma que a continuación se indica:


“9. Utilizar la propaganda, cualquiera que sea el medio para su difusión, pagada con recursos públicos o privados en las cuales se atribuyan obras públicas, proyectos o los resultados de acciones de carácter público. Ella no podrá incluir nombres, imágenes voces o símbolos que impliquen promoción personalizada de cualquier autoridad y funcionario de la administración estatal, y de gobiernos regionales, incluyendo a los de las municipalidades.”.

2. Agréguense en la ley N° 18.700 el artículo y el inciso que a continuación se indican:


“Artículo 32 bis: Las autoridades y funcionarios de la administración del Estado, y de gobiernos regionales, incluyendo a los de las municipalidades y cualquier otro funcionario de órganos autónomos, o regulados por leyes especiales, tienen en todo tiempo la obligación de difundir con imparcialidad propaganda, por cualquier modalidad, que difundan como tales, la que deberá tener carácter institucional y fines informativos, educativos o de orientación social. En ningún caso esta propaganda incluirá nombres, imágenes, voces o símbolos que impliquen promoción personalizada de un sujeto en particular.”.

Intercálese entre el inciso primero y segundo del Artículo 126 lo siguiente: 


“De la misma manera, al que hiciere propaganda electoral con infracción a lo dispuesto en el artículo 32 bis, se le incautará y destruirá dicha publicidad y sufrirá las penas de presidio menor en sus grados mínimo a medio y con multa a beneficio municipal equivalente a la mitad de lo invertido en la propaganda.”.”.
- - - 

 



Acordado en sesión celebrada el día 2 de mayo de 2018, con asistencia de los Honorables Senadores señora Luz Ebensperger  Orrego y señores Pedro Araya Guerrero (Presidente), Carlos Bianchi Chelech, Rodrigo Galilea Vial y Rabindranath Quinteros Lara.

Sala de la Comisión, a 2 de mayo de 2018.
JUAN PABLO DURAN G.
Secretario de la Comisión

RESUMEN EJECUTIVO

INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY,  QUE PROHÍBE LA PROPAGANDA DESTINADA A DIFUNDIR LA IMAGEN DE LAS PERSONAS QUE INDICA.
(BOLETÍN Nº5.588-06).

I.
OBJETIVO DEL PROYECTO: El proyecto de ley propone impedir que los servidores públicos y las autoridades se atribuyan obras o acciones de carácter público como propias. 

II.
ACUERDOS: Rechazado unanimidad  (5x0)
III.
ESTRUCTURA DEL PROYECTO RECHAZADO POR LA COMISIÓN: consta de un artículo permanente.
IV.
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: El número 1 tiene el carácter de norma de rango orgánico constitucional, en virtud de lo dispuesto en el artículo 38 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de la misma Carta Fundamental.


Por su parte, el número 2 requiere para su aprobación el quórum de ley orgánica constitucional, en conformidad a lo establecido en el artículo 18 en relación al inciso segundo del artículo 66, ambos de la Constitución Política de la República.
V.
URGENCIA: No tiene.
VI.
ORIGEN INICIATIVA: Senado. Moción del Honorable Senador señor Navarro.
VII
TRÁMITE CONSTITUCIONAL: primero.
VIII.
INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO:  20 de julio de 2016.
IX.
TRÁMITE REGLAMENTARIO: primer informe, en general.

X.
LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: 1.- Constitución Política de la República. 2.- Ley N° 18.700, orgánica constitucional Sobre Votaciones Populares y Escrutinios. 3.- Ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado. 4.- Ley N° 20.880, sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses.

Valparaíso, a 2 de mayo  de 2018. 

JUAN PABLO DURÁN G.
Secretario de la Comisión
